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Ciudad de México. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión correspondiente al dieciséis de febrero de dos mil veintiséis, emite la siguiente:

SENTENCIA

Mediante la cual se resuelve la acción de inconstitucionalidad 68/2025, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra del artículo 38, fracción I, y 46, párrafo segundo, fracción I, en las porciones normativas “Chiapaneco o Chiapaneca” de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Chiapas, expedida mediante el Decreto No. 256 publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el veintiocho de mayo de dos mil veinticinco, en contravención de los artículos 1 y 35, fracción VI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con base en los siguientes antecedentes y considerandos:

ANTECEDENTES

1.
Presentación de la demanda. Recibida en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte, el veinticinco de junio de dos mil veinticinco.

2.
Órganos Legislativo y Ejecutivo que emitieron y promulgaron la norma.

(
Congreso del Estado de Chiapas.

(
Poder Ejecutivo del Estado de Chiapas.

3.
Normas generales cuya invalidez se demanda.

Artículo 38, fracción I, y 46, párrafo segundo, fracción I, en las porciones normativas “Chiapaneco o Chiapaneca” de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Chiapas. Cuyo contenido es el siguiente:

“Artículo 38. Requisitos para ser Jueza o Juez de Justicia Administrativa. Para ser Jueza o Juez de jurisdicción administrativa o especializado en responsabilidades administrativas se requiere:
I.
Ser ciudadano chiapaneco o chiapaneca en ejercicio de sus derechos civiles y políticos.
[…]
Artículo 46. De la persona titular de Apoyo Administrativo. El Tribunal contará con una persona titular de la Unidad de Apoyo Administrativo, quien tiene la operatividad administrativa financiera del Tribunal; por tanto, será la responsable directa de la aplicación de los recursos económicos pertenecientes al presupuesto del Tribunal, mismos que con motivo de su encargo le sean encomendados.
Para ser titular de la Unidad de Apoyo Administrativo, se requiere:
I. Ser ciudadano chiapaneco o chiapaneca en ejercicio de sus derechos civiles y políticos.”
4.
Fecha de publicación de la norma impugnada. El veintiocho de mayo de dos mil veinticinco en el Periódico Oficial del Estado de Chiapas.
5.
Preceptos constitucionales vulnerados. Artículos 1 y 35, fracción VI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

6.
Conceptos de invalidez. La accionante hizo valer fundamentalmente lo siguiente:

(
Las porciones normativas impugnadas contenidas en los artículos 38, fracción I, y 46, segundo párrafo, fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Chiapas, establecen el requisito de ser persona chiapaneca para acceder a los cargos de personas juezas de jurisdicción administrativa y especializadas en responsabilidades administrativas, así como el Titular de la Unidad de Apoyo Administrativo, circunstancias que afectan el derecho de igualdad y no discriminación, pues tal restricción no se encuentra justificada por las funciones inherentes del cargo público, toda vez que considera que cualquier persona ciudadana mexicana puede realizar.
(
Añade que las porciones normativas reclamadas no son compatibles con el parámetro de regularidad constitucional, toda vez que los puestos a los que se aspiran desempeñan funciones de impartición de justicia y aquellas gestiones tendientes a administrar los recursos, por lo que se considera que no existe una justificación constitucional válida para la exigencia impuesta, por lo que tampoco supera el test ordinario de constitucionalidad exigido.
7.
Radicación y turno. Por proveído de la persona titular de la Presidencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de cuatro de septiembre de dos mil veinticinco, se registró la presente acción de inconstitucionalidad con el número de expediente 68/2025, el cual fue turnado para su instrucción correspondiente a la Ministra María Estela Ríos González.

8.
Admisión. Mediante acuerdo de nueve de septiembre de dos mil veinticinco, se admitió la presente acción de inconstitucionalidad y se ordenó dar vista a los Poderes Legislativo y Ejecutivo, ambos del Estado de Chiapas, y se les concedió un plazo de quince días para rendir su informe.

9.
Vista a la Fiscalía General de la República y a la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal. Con el proveído antes referido, en términos del artículo 10, fracción IV, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

10.
Informe del Poder Ejecutivo del Estado de Chiapas. Por escrito recibido en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de este Alto Tribunal, el veintiuno de octubre de dos mil veinticinco, la persona titular de la Consejería Jurídica del Gobierno del Estado de Chiapas, expresó que eran ciertos los actos que se le reclaman al Poder Ejecutivo del Estado.
11.
Escrito del Poder Legislativo del Estado de Chiapas. En escrito recibido en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de este Alto Tribunal el veinticuatro de octubre de dos mil veinticinco, la Presidenta de la Mesa Directiva del Congreso del Estado de Chiapas, expresó en esencia lo siguiente:
(
Que se actualiza una causal de improcedencia, pues no se contraviene la norma suprema de la unión, pues solo hacen relación a disposiciones de la Constitución Local de Chiapas, misma que considera que no existe contradicción con la Constitución Federal.
(
Sí existe una justificación constitucional válida para la exigencia impuesta. Argumenta que el requisito de ser “chiapaneca o chiapaneco”, ayuda a que la ciudadanía sienta una familiaridad, conocimiento de la cultura y particularidades sociales que sin duda mejorará la legitimidad del proceso judicial y la imparcialidad en la toma de decisiones, toda vez que se tendrá mayor comprensión de las costumbres, normas sociales y realidades sociales del lugar, aunado a que se administrarán los recursos de manera más consciente y acorde a los intereses económicos de la sociedad chiapaneca.
12.
Opinión de la Fiscalía General de la República y la Consejera Jurídica del Ejecutivo Federal. Se abstuvieron de formular pedimento.
13.
Alegatos Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Mediante escrito presentado en Oficialía de Partes de este Alto Tribunal, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos presentó sus alegatos en el que argumentó que los conceptos de validez presentados por el Poder Legislativo del Estado eran infundados, con lo que reafirmó lo expresado en su concepto de invalidez.
14.
Cierre de instrucción. Por acuerdo de veintiuno de noviembre de dos mil veinticinco, se declaró cerrada la instrucción del asunto a efecto de elaborar el proyecto de resolución correspondiente.
I. COMPETENCIA
15.
Conforme a los artículos 105, fracción II, inciso g1, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 16, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación2, así como al Punto Segundo, fracción II, del Acuerdo General 2/20253 (12a.) del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de tres de septiembre de dos mil veinticinco, en el que se precisan los asuntos de su competencia y los que se delegan a otros órganos jurisdiccionales federales, el Pleno de esta Suprema Corte es competente para resolver la acción de inconstitucionalidad.
II. PRECISIÓN DE LAS NORMAS IMPUGNADAS
“Artículo 38. Requisitos para ser Jueza o Juez de Justicia Administrativa. Para ser Jueza o Juez de jurisdicción administrativa o especializado en responsabilidades administrativas se requiere:
I.Ser ciudadano chiapaneco o chiapaneca en ejercicio de sus derechos civiles y políticos.
[…]
Artículo 46. De la persona titular de Apoyo Administrativo. El Tribunal contará con una persona titular de la Unidad de Apoyo Administrativo, quien tiene la operatividad administrativa financiera del Tribunal; por tanto, será la responsable directa de la aplicación de los recursos económicos pertenecientes al presupuesto del Tribunal, mismos que con motivo de su encargo le sean encomendados.
Para ser titular de la Unidad de Apoyo Administrativo, se requiere:
I.
Ser ciudadano chiapaneco o chiapaneca en ejercicio de sus derechos civiles y políticos.”
III. OPORTUNIDAD
16.
La normativa impugnada se publicó oficialmente el veintiocho de mayo de dos mil veinticinco por lo que el plazo legal de treinta días naturales que refiere el artículo 60 de la Ley Reglamentaria4, transcurrió del, miércoles veintiocho de mayo de dos mil veinticinco al viernes veintisiete de junio del mismo año. En tales condiciones, si la acción de inconstitucionalidad fue presentada el veinticinco de junio de dos mil veinticinco, se concluye que se interpuso de forma oportuna.5
IV. LEGITIMACIÓN
17.
Conforme a los artículos 105, fracción II, inciso g), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 11 de la Ley Reglamentaria, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, cuenta con legitimación activa para promover la acción de inconstitucionalidad, ya que fue promovida por conducto de su Presidenta, cargo que se tiene acreditado con copia del nombramiento por parte de la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión de fecha doce de noviembre de dos mil veinticuatro.
V. CAUSAS DE IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO
18.
El Poder Legislativo del Estado de Chiapas argumentó que se actualiza la causal de improcedencia del artículo 19, fracción VIII, de la Ley Reglamentaria de la materia, pues considera que no se contraviene la Constitución Federal al no transgredirse derechos humanos de igualdad y no discriminación, aunado a que dicho poder solo realizó la Ley Orgánica materia de la presente acción por un mandato constitucional en el texto local.
19.
La causal de improcedencia invocada por el Poder Legislativo del Estado de Chiapas es infundada, pues si bien la emisión de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Chiapas se apega a lo dispuesto en la constitucional local, lo cierto es que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos hace valer que las porciones normativas impugnadas, contravienen lo dispuesto en los artículos 1° y 35, fracción VI, de la Ley Fundamental, lo que es materia de estudio en la presente acción de inconstitucionalidad.
20.
Al no existir otro motivo de improcedencia planteado por las partes ni advertirse alguno de oficio por este Tribunal Pleno, se procede a realizar el estudio de fondo.
VI. ESTUDIO DE FONDO
21.
La litis en cuestión esencialmente se centra en identificar si el requisito exigido: “ciudadano chiapaneco o chiapaneca”, es una distinción motivada por el origen estatal de la persona que ocupe el cargo de Juez o Titular de la Unidad de Apoyo Administrativo del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Chiapas, es constitucionalmente válida.
La porción normativa “Chiapaneco o Chiapaneca”, prevista en los artículos 38, fracción I, y 46, párrafo segundo, fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Chiapas, es inconstitucional.
22.
El artículo 1°, párrafos primero y quinto, de la Constitución Federal6, reconoce el derecho de igualdad y de no discriminación en los que medularmente se establece que todas las personas gozarán de los derechos humanos que sean reconocidos tanto en la propia Constitución como en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, y de las garantías para su protección; asimismo, señala que el ejercicio de tales prerrogativas no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que la Norma Fundamental establezca.
23.
En concordancia con nuestra Constitución Federal, los artículos 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos7 (conocida como “Pacto de San José”) y 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos8, en lo que interesa, señalan que todos los ciudadanos deben tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país y sólo la ley puede reglamentar el ejercicio de este derecho.
24.
La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su artículo 32, párrafo segundo, establece que el “ejercicio de los cargos y funciones para los cuales, por disposición de la presente Constitución, se requiera ser mexicano por nacimiento, se reserva a quienes tengan esa calidad y no adquieran otra nacionalidad. Esta reserva también será aplicable a los casos que así lo señalen otras leyes del Congreso de la Unión.”
25.
La justificación para limitar el acceso a ciertos cargos exclusivamente a mexicanos por nacimiento la podemos identificar en los razonamientos aportados por los integrantes del Poder Constituyente. Se precisó en los dictámenes, que se incorporaba esa limitación con la finalidad de evitar conflictos de intereses o dudas en la identidad de los mexicanos con doble nacionalidad, respecto del acceso a cargos que implicaran funciones públicas estratégicas, prioritarias, de seguridad y defensa nacionales.
26.
Al respecto se precisa que, en relación con el contenido de este párrafo, se expresó una mayoría de cinco votos de las personas Ministras Esquivel Mossa, Ortíz Ahlf, Figueroa Mejía, Guerrero García y Presidente Aguilar Ortiz en el sentido de eliminar el párrafo 26 del proyecto. Las personas Ministras Espinosa Betanzo y Ríos González votaron en el sentido de mantenerlo. Las señoras Ministras Herrerías Guerra y Batres Guadarrama votaron en el sentido de apartarse de dicho párrafo.
27.
Ahora bien, el artículo 34 Constitucional establece que son ciudadanos de la República los varones y mujeres que, teniendo la calidad de mexicanos, reúnan, además, los siguientes requisitos: I. Haber cumplido 18 años, y II. Tener un modo honesto de vivir.
28.
En este sentido, el artículo 35, fracción VI, de la Ley Fundamental, establece que las personas con ciudadanía mexicana tienen el derecho a ser nombradas a cualquier cargo o comisión del servicio público, siempre que tenga las calidades que exige la Ley.
En el caso que nos ocupa, los artículos 38, fracción I, y 46, párrafo segundo, fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Chiapas, no contiene una justificación Constitucionalmente válida para exigir el requisito de la ciudadanía chiapaneca para ocupar el cargo de Juez o ser Titular de la Unidad de Apoyo Administrativo, puesto que las actividades a desempeñar no se consideran que de manera obligatoria lo tenga que realizar un residente del Estado de Chiapas, pues cualquier persona de nacionalidad mexicana puede realizarlas.
Esto es así, pues del análisis de las funciones del Juez del Tribunal de Justicia Administrativa previstas en el artículo 39 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Chiapas9 se desprende que la función principal consiste en resolver las controversias de los juzgados de jurisdicción administrativa o bien los especializados en responsabilidades administrativas previstos en el artículo 40 de la misma Ley.
29.
Mientras que las funciones del Titular de Apoyo Administrativo, están previstas en el artículo 47 de la Ley Orgánica referida10, que en esencia está encargado de la gestión de recursos del Tribunal de Justicia Administrativa, de la supervisión del cumplimiento de las funciones administrativas, así como de brindar apoyo técnico y operativo a las áreas jurídicas y administrativas.
30.
En este contexto, la disposición impugnada resulta discriminatoria en sentido negativo, pues impone una restricción injustificada a las personas que no tengan la ciudadanía chiapaneca para acceder a ser Juez o para ocupar la titularidad de la Unidad de Apoyo Administrativo del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Chiapas.
31.
Por lo anterior, este Pleno considera que no se actualiza una justificación constitucional válida para imponer el requisito de ser “ciudadano chiapaneco o chiapaneca”, pues no es justificable que se tenga que reunir dicho requisito para ocupar los cargos referidos. La idoneidad para ocupar los cargos tiene relación no con su origen chiapaneco sino con aquellos requisitos necesarios que acrediten su competencia y capacidad para ocuparlo, que son precisamente los requisitos señalados en las fracciones II, III, IV, V y VI del artículo 38, o bien, de las fracciones II, III, IV y V del artículo 46 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Chiapas, por lo que no es justificable que tenga que acreditar una calidad jurídica que no corresponde con lo señalado en nuestra Carta Magna.
32.
Por lo anterior, es evidente que las normas impugnadas son violatorias de los artículos 1o. y 35, fracción VI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en consecuencia, los artículos 38, fracción I, y 46, párrafo segundo, fracción I, en las porciones normativas “Chiapaneco o Chiapaneca”, de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Chiapas, deben ser declaradas inválidas.

VII. EFECTOS

33.
En atención a los razonamientos jurídicos desarrollados en el apartado precedente, y en cumplimiento del artículo 73, en relación con los diversos 41, fracción IV, y 45, todos de la Ley Reglamentaria de la materia, se declara la invalidez de los artículos 38, fracción I, y 46, párrafo segundo, fracción I, en las porciones normativas “Chiapaneco o Chiapaneca” de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Chiapas, expedida mediante el Decreto No. 256 publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el veintiocho de mayo de dos mil veinticinco.
34.
Fecha a partir de la cual surtirá efectos la declaratoria general de invalidez. Conforme a lo dispuesto por el artículo 45, párrafo primero, de la Ley Reglamentaria, la declaratoria de invalidez surtirá sus efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso del Estado de Chiapas.
Por lo antes expuesto, el Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación:
RESUELVE
PRIMERO. Es procedente y fundada la presente acción de inconstitucionalidad.
SEGUNDO. Se declara la invalidez de los artículos 38, fracción I, y 46, párrafo segundo, fracción I, en las porciones normativas “Chiapaneco o Chiapaneca” de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Chiapas, expedida mediante el Decreto No. 256 publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el veintiocho de mayo de dos mil veinticinco, la cual surtirá sus efectos a partir de la notificación de estos puntos resolutivos al Congreso del referido Estado.
TERCERO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del Estado de Chiapas, así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.
Notifíquese con testimonio de esta resolución por medio de oficio a las partes; devuélvase el expediente a la Sección de Trámite de Controversias Constitucionales y de Acciones de Inconstitucionalidad para los efectos legales a que haya lugar y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido.
Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación por unanimidad de nueve votos de las personas Ministras Herrerías Guerra por razones adicionales y separándose de los párrafos 24 y 25; Espinosa Betanzo apartándose de la metodología y por un estudio estricto; Ríos González, Esquivel Mossa, Batres Guadarrama con consideraciones adicionales; Ortiz Ahlf con consideraciones adicionales y separándose de los párrafos 24, 25 y 27; Figueroa Mejía apartándose de la metodología y por un escrutinio ordinario; Guerrero García; y Presidente Aguilar Ortiz separándose de los párrafos 24 y 2511. Las personas Ministras Herrerías Guerra, Espinosa Betanzo, Figueroa Mejía y Presidente Aguilar Ortiz anunciaron sendos votos concurrentes.
Se expresó una mayoría de cinco votos de las personas Ministras Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Figueroa Mejía, Guerrero García y Presidente Aguilar Ortiz en el sentido de eliminar el párrafo 26 del proyecto. Las personas Ministras Espinosa Betanzo y Ríos González votaron en el sentido de mantenerlo. Las señoras Ministras Herrerías Guerra y Batres Guadarrama votaron en el sentido de apartarse de dicho párrafo.
El señor Ministro Presidente Aguilar Ortiz declaró que el asunto se resolvió en los términos precisados.
Firman el Ministro Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y la Ministra Ponente con el Secretario General de Acuerdos que autoriza y da fe.
Presidente, Ministro Hugo Aguilar Ortiz.- (Esta sentencia se suscribe con Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación [FIREL]).- Ponente, Ministra María Estela Ríos González.- (Esta sentencia se suscribe con Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación [FIREL]).- Secretario General de Acuerdos, Daniel Álvarez Toledo.- (Esta sentencia se suscribe con Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación [FIREL]).
DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copias fotostática constante de diez fojas útiles, en las que se cuenta esta certificación, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente de la sentencia emitida en la acción de inconstitucionalidad 68/2025, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en su sesión del dieciséis de febrero de dos mil veintiséis. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a cinco de junio de dos mil veintiséis.- Rúbrica.
VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA LA MINISTRA SARA IRENE HERRERÍAS GUERRA EN LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 68/2025

En sesión de dieciséis de febrero de dos mil veintiséis, el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió la acción de inconstitucionalidad citada al rubro.
En este asunto, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos sostuvo que los artículos 38, fracción I, y 46, párrafo segundo, fracción I, en las porciones normativas “chiapaneco o chiapaneca” de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Chiapas, expedida mediante el Decreto No. 256 publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el veintiocho de mayo de dos mil veinticinco, vulneran el derecho de acceso a los cargos públicos en condiciones de igualdad. Ello, porque el requisito de contar con ciudadanía chiapaneca para acceder a los cargos de personas juzgadoras de jurisdicción administrativa y especializadas en responsabilidades administrativas, así como a la titularidad de la Unidad de Apoyo Administrativo del Tribunal, carece de justificación constitucional, ya que, atendiendo a las funciones inherentes a dichos cargos, cualquier persona ciudadana mexicana puede desempeñarlas.
Las normas impugnadas establecían lo siguiente:
“Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Chiapas
Artículo 38. Requisitos para ser Jueza o Juez de Justicia Administrativa. Para ser Jueza o Juez de jurisdicción administrativa o especializado en responsabilidades administrativas se requiere:
I. Ser ciudadano chiapaneco o chiapaneca en ejercicio de sus derechos civiles y políticos. […]
Artículo 46. De la persona titular de Apoyo Administrativo. El Tribunal contará con una persona titular de la Unidad de Apoyo Administrativo, quien tiene la operatividad administrativa financiera del Tribunal; por tanto, será la responsable directa de la aplicación de los recursos económicos pertenecientes al presupuesto del Tribunal, mismos que con motivo de su encargo le sean encomendados.

Para ser titular de la Unidad de Apoyo Administrativo, se requiere:

I. Ser ciudadano chiapaneco o chiapaneca en ejercicio de sus derechos civiles y políticos. […]

[Énfasis añadido]
Este Tribunal Pleno determinó declarar la invalidez de las porciones normativas “chiapaneco o chiapaneca”, al considerar que dicha exigencia carece de justificación constitucionalmente válida, pues las funciones inherentes a los cargos de que se trata no requieren, de manera necesaria, ser desempeñadas por una persona originaria o residente del Estado de Chiapas, ya que cualquier persona con nacionalidad mexicana puede ejercerlas, siempre que acredite la competencia y capacidad necesarias para ocupar esos cargos.
Si bien comparto la declaratoria de invalidez, estimo que la resolución debió ceñirse a ese aspecto. A mi juicio, resultan innecesarias las referencias a la facultad del Congreso de la Unión para determinar los cargos públicos a los que únicamente pueden acceder las personas mexicanas por nacimiento que no adquieran otra nacionalidad1, ya que esa cuestión no guarda relación con el tema analizado.
Adicionalmente, considero que la sentencia debió abordar el planteamiento formulado por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos a partir de una metodología distinta.
En primer término, debió determinar si las situaciones jurídicas sometidas a comparación eran efectivamente equiparables; y, en segundo lugar, evaluar si las diferencias de trato establecidas por el legislador resultaban constitucionalmente admisibles. Ello exigía verificar si dichas distinciones contaban con una justificación objetiva y razonable, mediante la aplicación del nivel de escrutinio que se estimara procedente2. Además de que, era necesario desarrollarlas de manera sucesiva cada una de sus etapas, pues si la norma no superaba alguno de los estadios de análisis, con ello habría quedado acreditada su inconstitucionalidad.
Por las razones expuestas, es que me permito formular el presente voto concurrente.

Atentamente
Ministra Sara Irene Herrerías Guerra.- Firmado electrónicamente.
DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de dos fojas útiles, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto concurrente que formula la señora Ministra Sara Irene Herrerías Guerra, en relación con la sentencia del dieciséis de febrero de dos mil veintiséis, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la acción de inconstitucionalidad 68/2025, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a cinco de junio de dos mil veintiséis.- Rúbrica.
VOTO CONCURRENTE

QUE FORMULA EL MINISTRO IRVING ESPINOSA BETANZO EN LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 68/2025

En la sesión de 16 de febrero de 2026, el Tribunal Pleno resolvió, por unanimidad de votos, que resultaba inconstitucional el requisito de “ser ciudadano chiapaneco o chiapaneca” (sic) previsto en los artículos 38, fracción I, y 46, párrafo segundo, fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Chiapas, al considerar que dicho requisito vulnera los derechos humanos a la igualdad, no discriminación y acceso a cargos públicos, establecidos en los artículos 1° y 35, fracción VI, de la Constitución Federal.
Lo anterior, ya que no existe una justificación constitucional válida para exigir esa condición de origen estatal, dado que las funciones de persona juzgadora administrativa y titular de la Unidad de Apoyo Administrativo pueden ser desempeñadas por cualquier persona con ciudadanía mexicana, sin que la residencia o procedencia estatal resulte necesaria para el adecuado cumplimiento de las labores.
En consecuencia, se invalidaron las porciones normativas impugnadas, estableciendo que la declaratoria surtirá efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos al Congreso del Estado de Chiapas, así como también se ordenó la publicación de la sentencia en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del Estado de Chiapas y en el Semanario Judicial de la Federación.
Ahora, si bien voté a favor del sentido propuesto, también considero necesario apartarme de la metodología empleada para determinar la invalidez de la porción normativa impugnada, toda vez que debió someterse a un escrutinio estricto, dado que el requisito de ser “ciudadano chiapaneco o chiapaneca” (sic) conlleva a una manifestación de discriminación de origen, lo cual constituye una distinción en perjuicio de una categoría sospechosa.
Consideraciones que también expuse al momento de resolverse la acción de inconstitucionalidad 38/2025.
En ese sentido, estimo indispensable reiterar que el control estricto de constitucionalidad no sólo opera como una técnica analítica de mayor rigor, sino como una garantía indispensable para evitar que las legislaciones introduzcan distinciones basadas en categorías sospechosas bajo argumentos meramente formales o de conveniencia administrativa.
Bajo tales parámetros, reafirmo que el escrutinio estricto constituye una herramienta indispensable para salvaguardar la supremacía constitucional y evitar que restricciones infundadas se normalicen en nuestro orden jurídico.
Ministro Irving Espinosa Betanzo.- Firmado electrónicamente.
DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de dos fojas útiles, en las que se cuenta esta certificación, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto concurrente que formula el señor Ministro Irving Espinosa Betanzo, en relación con la sentencia del dieciséis de febrero de dos mil veintiséis, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la acción de inconstitucionalidad 68/2025, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a cinco de junio de dos mil veintiséis.- Rúbrica.
VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA EL MINISTRO GIOVANNI AZAEL FIGUEROA MEJÍA EN LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 68/2025

TEMA. Las calidades que establezca la ley para acceder a un cargo público se deben de analizar bajo un test simple de razonabilidad, cuando no utilicen alguna de las categorías sospechosas establecidas en el artículo 1o de la Constitución Federal.

1.
En sesión de dieciséis de febrero de dos mil veintiséis, el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió declarar procedente y fundada la Acción de Inconstitucionalidad.
2.
En consecuencia, se declaró la invalidez de los artículos 38, fracción I, y 46, párrafo segundo, fracción I, en las porciones normativas “Chiapaneco o Chiapaneca” de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Chiapas.

I.
Razones de la mayoría
3.
En la sentencia se utiliza como parámetro de regularidad a los artículos 1o, 32 y 35 de la Constitución Federal. El artículo 1o constitucional reconoce el derecho de igualdad y de no discriminación. El artículo 32 de dicho ordenamiento establece que “el ejercicio de los cargos y funciones para los cuales, por disposición de la presente Constitución, se requiera ser mexicano por nacimiento, se reserva a quienes tengan esa calidad y no adquieran otra nacionalidad. Esta reserva también será aplicable a los casos que así lo señalen otras leyes del Congreso de la Unión”. El artículo 35 constitucional establece que las personas con ciudadanía mexicana tienen el derecho a ser nombradas a cualquier cargo o comisión del servicio público, siempre que tenga las calidades que exige la Ley.

4.
En el caso, se afirma, que los artículos impugnados no contienen una justificación constitucionalmente válida para exigir el requisito de la ciudadanía chiapaneca para ocupar el cargo de Juez o ser Titular de la Unidad de Apoyo Administrativo, puesto que las actividades a desempeñar no se consideran que de manera obligatoria lo tenga que realizar un residente del Estado de Chiapas, pues cualquier persona de nacionalidad mexicana puede realizarlas.

5.
En ese contexto, la disposición impugnada resulta discriminatoria en sentido negativo, pues impone una restricción injustificada a las personas que no tengan la ciudadanía chiapaneca para acceder a ser Juez o Jueza, o para ocupar la titularidad de la Unidad de Apoyo Administrativo del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Chiapas.

6.
Por lo anterior, se concluyó que no se actualiza una justificación constitucional válida para imponer el requisito de ser chiapaneco o chiapaneca, pues no es justificable que se tenga que reunir dicho requisito para ocupar los cargos referidos. La idoneidad para ocupar los cargos tiene relación no con su origen chiapaneco sino con aquellos requisitos necesarios que acrediten su competencia y capacidad para ocuparlo, por lo que no es justificable que tenga que acreditar una calidad jurídica que no corresponde con lo señalado en la Constitución Federal.

II.
Razones de la concurrencia
7.
En la sesión correspondiente, expresé mi conformidad con el sentido de la entonces propuesta de sentencia; sin embargo, expliqué que me separaba de la metodología utilizada para llegar a esa conclusión.
8.
Desde mi perspectiva, los artículos cuestionados debieron ser revisados bajo un test simple de razonabilidad, al advertirse una afectación al derecho a ocupar cargos públicos en condiciones de igualdad; metodología que propuse utilizar también al resolverse la Acción de Inconstitucionalidad 127/2024.
9.
Como bien lo menciona la sentencia, el artículo 35, fracción VI, de la Constitución Federal reconoce como derecho a la ciudadanía el poder ser nombrado para cualquier empleo o comisión del servicio público, teniendo las calidades que establezca la ley.
10.
Bajo el referido test, es suficiente con analizar si la medida implica una calidad directamente relacionada con el perfil idóneo para desempeñar la función respectiva, lo que lógicamente implica analizar previamente cuáles son las funciones del cargo correspondiente.

11.
La conclusión me parece que se sigue fácilmente: la norma sujeta a control constitucional no es razonable porque la calidad de ser chiapaneco o chiapaneca no es indicador de capacidad técnica, honestidad ni idoneidad para administrar recursos, por lo que no guarda una relación racional con las funciones del cargo.

12.
Por estas razones, coincido en declarar la invalidez de dicho requisito, pues vulnera el derecho de acceder a cargos públicos en condiciones de igualdad; sin embargo, me aparto de la metodología utilizada, en los términos expuestos.

Ministro, Giovanni Azael Figueroa Mejía.- (El presente voto se suscribe con Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación [FIREL]).
DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de dos fojas útiles, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto concurrente que formula el señor Ministro Giovanni Azael Figueroa Mejía, en relación con la sentencia del dieciséis de febrero de dos mil veintiséis, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la acción de inconstitucionalidad 68/2025, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a cinco de junio de dos mil veintiséis.- Rúbrica.
1 Artículo 105 de la Constitución Federal. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: (…)


II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta Constitución.


Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma, por: (…)


g) La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra de leyes de carácter federal o de las entidades federativas, así como de tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos consagrados en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte. Asimismo, los organismos de protección de los derechos humanos equivalentes en las entidades federativas, en contra de leyes expedidas por las Legislaturas; (…)


2 Artículo 16 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.


La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá:


I. De las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. La admisión de controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad planteadas respecto de normas generales no dará lugar en ningún caso a la suspensión de la norma cuestionada; (…)


3 SEGUNDO. Competencia reservada del Pleno de la SCJN. La SCJN conservará para su resolución: (…)


II. Las acciones de inconstitucionalidad, previstas en el artículo 105, fracción II, de la CPEUM, así como los recursos interpuestos en éstas; (…)


4 Artículo 60 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Federal. 


El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la fecha en que la ley o tratado internacional impugnado sean publicados en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente. (…)


5 El plazo para promover la acción de inconstitucionalidad transcurrió del miércoles veintiocho de mayo de dos mil veinticinco al viernes veintisiete de junio de dos mil veinticinco.


6 Artículo 1 de la Constitución Federal. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece. (…)


Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.


7 Artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Derechos políticos


1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades: (…)


c) De tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país.


2. La Ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el inciso anterior, exclusivamente, por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena por juez competente, en proceso penal.


8 Artículo 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de las distinciones mencionadas en el artículo 2 y sin restricciones indebidas, de los siguientes derechos y oportunidades: (…)


c) Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país.


9 Artículo 39. Atribuciones de los Juzgados de Jurisdicción Administrativa. Los Juzgados de Jurisdicción Administrativa conocerán del juicio contencioso administrativo que se promueva contra resoluciones definitivas, actos administrativos o procedimientos que afecten derechos subjetivos, en los siguientes casos:


I. Contra resoluciones de autoridades fiscales estatales o municipales que:


a. Determinen la existencia de una obligación fiscal;


b. Fijen en cantidad líquida el monto de la obligación; o


c. Establezcan las bases para su liquidación.


II. Contra resoluciones que nieguen la devolución de ingresos percibidos indebidamente por el Estado o los municipios, conforme al Código de la Hacienda Pública o a las leyes fiscales aplicables.


III. Contra resoluciones que impongan multas por infracciones a normas administrativas estatales o municipales.


IV. Contra resoluciones que causen agravio en materia fiscal distinto de los previstos en las fracciones anteriores.


V. Contra resoluciones dictadas en materia de pensiones civiles, sean a cargo del erario estatal o del Instituto de Seguridad Social de los Trabajadores del Estado de Chiapas.


VI. Contra resoluciones dictadas en materia administrativa sobre la interpretación, cumplimiento o ejecución de contratos de obra pública, adquisiciones, arrendamientos o prestación de servicios celebrados por las dependencias y entidades de la administración pública estatal�o municipal.


VII. Contra resoluciones que determinen el pago de garantías a favor del Estado, los municipios o sus entidades paraestatales. 


VIII. Contra resoluciones administrativas que pongan fin a un procedimiento, agoten una instancia o resuelvan un expediente, conforme al Libro Primero de la Ley de Procedimientos Administrativos para el Estado de Chiapas.


IX. Contra resoluciones que resuelvan recursos administrativos interpuestos contra los actos señalados en las fracciones anteriores.


X. Contra la configuración de la negativa ficta en las materias previstas en este artículo, por el transcurso del plazo establecido en el Código de la Hacienda Pública para el Estado de Chiapas, en la Ley de Procedimientos Administrativos para el Estado de Chiapas, o, en su defecto, en el plazo de tres meses. Asimismo, conocerán de las resoluciones que nieguen la expedición de constancia de resolución positiva ficta, cuando así lo prevean las leyes aplicables.


No será procedente la impugnación por negativa ficta cuando de la emisión del acto pudiera derivarse afectación a derechos de terceros reconocidos en registros o anotaciones administrativas.


XI. Contra decretos, acuerdos y demás actos generales de carácter administrativo, diversos a las leyes, cuando sean autoaplicativos o cuando se controviertan con motivo de su primer acto de aplicación.


XII. De los juicios promovidos por autoridades administrativas para solicitar la nulidad de resoluciones favorables a particulares en las materias señaladas en las fracciones anteriores.


XIII. De las demás controversias, actos administrativos, resoluciones o procedimientos que afecten derechos subjetivos en materia administrativa y que, conforme a las leyes aplicables, sean competencia del Tribunal a través del Juzgado de Jurisdicción Administrativa.


10 Artículo 47. Atribuciones de la Unidad de Apoyo. Corresponde a la persona titular de la Unidad de Apoyo Administrativo coordinar la gestión de los recursos humanos, financieros, materiales, tecnológicos y patrimoniales del Tribunal; supervisar el cumplimiento de las funciones administrativas; participar en la formulación del presupuesto; administrar el Fondo Auxiliar para la Justicia Administrativa; brindar apoyo técnico y operativo a las áreas jurisdiccionales y administrativas; así como ejercer las demás atribuciones que le confieran esta Ley y el Reglamento Interior.


Las funciones específicas de la Unidad de Apoyo Administrativo se establecerán en el Reglamento Interior y en los acuerdos que, en su caso, emita la Junta de Gobierno y Administración.


11 Las referencias a párrafos de los proyectos, sobre los cuales se manifestaron algunos integrantes del Tribunal Pleno, se hacen conforme a la sesión en relación con las propuestas originales; por tanto, pueden válidamente variar en la versión oficial del engrose, de conformidad con los ajustes que se acuerden.


1 Contenidas en los párrafos 24 y 25 de la sentencia aprobada.


2 Lo anterior, de conformidad con los criterios contenidos en la tesis de rubro: “DERECHOS FUNDAMENTALES A LA IGUALDAD Y A LA NO DISCRIMINACIÓN. METODOLOGÍA PARA EL ESTUDIO DE CASOS QUE INVOLUCREN LA POSIBLE EXISTENCIA DE UN TRATAMIENTO NORMATIVO DIFERENCIADO”. [Registro digital: 2017423. Instancia: Primera Sala. Décima Época. Materias(s): Constitucional. Tesis: 1a./J. 44/2018 (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 56, Julio de 2018, Tomo I, página 171. Tipo: Jurisprudencia.]; “CATEGORÍA SOSPECHOSA. SU ESCRUTINIO”. [Registro digital: 2012589. Instancia: Pleno. Décima Época. Materias(s): Constitucional. Tesis: P./J. 10/2016 (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 34, Septiembre de 2016, Tomo I, página 8. Tipo: Jurisprudencia.]; y “IGUALDAD. EN SU ESCRUTINIO ORDINARIO, EL LEGISLADOR NO TIENE LA OBLIGACIÓN DE USAR LOS MEJORES MEDIOS IMAGINABLES”. [Registro digital: 161302. Instancia: Pleno. Novena Época. Materias(s): Constitucional. Tesis: P. VIII/2011. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXIV, Agosto de 2011, página 33. Tipo: Aislada.]





